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RESPUESTA: 

 

La actual regulación prevista en la ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la que se regula el 

Sistema de Formación Profesional para el empleo en el ámbito laboral, acomete una reforma integral 

de dicho sistema que garantiza el interés general y la necesaria estabilidad y coherencia que el mismo 

precisa.  

 

La reforma es fruto del acuerdo alcanzado entre el Gobierno y los interlocutores sociales, el 

29 de julio de 2014, (participaron el Presidente del Gobierno, la Ministra de Empleo y Seguridad 

Social, los Secretarios Generales de Comisiones Obreras y de la Unión General de Trabajadores,  y los 

Presidentes de CEOE y CEPYME) y persigue cuatro objetivos estratégicos: la garantía del ejercicio 

del derecho a la formación de los trabajadores, empleados y desempleados, en particular, de los más 

vulnerables; la contribución efectiva de la formación a la competitividad de las empresas; el 

fortalecimiento de la negociación colectiva en la adecuación de la oferta formativa a los 

requerimientos del sistema productivo, así como la eficiencia y transparencia en la gestión de los 

recursos públicos. En última instancia, se trata de consolidar en el sistema productivo una cultura de 

formación profesional y favorecer con ello la creación de empleo estable y de calidad. 

 

Asimismo, cabe señalar que la reforma planteada está en sintonía con las políticas de 

flexiseguridad promovidas por la Unión Europea basadas en la idea de la empleabilidad. El nuevo 

modelo se desarrolla teniendo en cuenta las orientaciones para las políticas de empleo de los Estados 

Miembros. Además, la reforma es uno de los objetivos reiterados en el Plan Nacional de Reformas y 

en las recomendaciones del Consejo sobre el Programa de Estabilidad de 2014 de España, en el sentido 

de mejorar la eficacia de las políticas activas del mercado de trabajo de manera que se proporcione 

formación adecuada y se garantice la correspondencia entre la demanda y la oferta de empleo. 

 

También se tiene en cuenta la doctrina constitucional que señala que el modelo de formación 

profesional para el empleo tiene una incardinación genérica en la competencia exclusiva del Estado en 

materia de «legislación laboral» (artículo 149.1.7.ª de la Constitución Española), aunque sin excluir 

que pueda haber supuestos en los que, atendiendo al tipo de actividad al que se orienta, la acción 

formativa quede vinculada a otro título competencial, con las consiguientes consecuencias para la 

delimitación del alcance de la competencia del Estado. Y que añade que, no cabe negar la incidencia 

que en este ámbito puede tener lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª de la Constitución Española, que 

atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de bases y coordinación de la planificación 

general de la actividad económica, en cuanto existen aspectos de la formación profesional, vinculados 



  

 

 

 

   

 

 

al fomento del empleo, que podrían encontrar cobertura en el citado artículo, si bien como título de 

carácter específico y complementario. 

 

Visto el marco normativo en que se incardina la reforma y en aras de afrontar todas las 

deficiencias detectadas en el sistema de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral y 

para dar cumplimiento a los objetivos y principios acordados en el marco del Diálogo Social, la Ley 

30/2015, de 9 de septiembre, plantea la reforma del sistema de formación profesional para el empleo 

en torno a una serie de ejes vertebradores, de los cuales el capítulo VI hace referencia a la gobernanza 

del sistema y define un nuevo papel para los distintos agentes y órganos que intervienen en el gobierno 

del sistema, mediante la transformación de los mencionados órganos de gobierno y, en particular, de la 

Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo en los que la representación de la Administración 

General del Estado deberá ser mayoritaria.  

 

El papel de los agentes sociales en el sistema es objeto de modificaciones: se impulsa su 

liderazgo y el protagonismo de las organizaciones sindicales y empresariales más representativas en el 

diseño estratégico, en la planificación, programación, difusión, control, seguimiento y evaluación de la 

formación profesional para el empleo, especialmente en la dirigida a los trabajadores ocupados. Se 

trata de hacer el mejor aprovechamiento posible de la experiencia y conocimiento que puede aportar su 

cercanía al tejido productivo mediante una contribución que representará, de hecho, una de las grandes 

fortalezas del nuevo sistema de formación profesional para el empleo, al tiempo que se promueven 

diferentes espacios y formas de participación y colaboración de otros agentes sociales. 

 

De manera coherente con este nuevo papel y con los cambios ya operados en el sistema desde 

la reforma laboral de febrero de 2012, los agentes sociales dejan de participar en la gestión de fondos y 

en la impartición de la formación como lo hacían hasta la fecha, dejando este papel a las entidades que 

imparten formación profesional y que desarrollarán esta tarea en un nuevo entorno más competitivo. 

 

En definitiva, y como ha sido señalado anteriormente, la reforma del sistema de formación 

profesional para el empleo en el ámbito laboral ha contado, a lo largo de todo el proceso, con la 

participación de los interlocutores sociales, y entre los principios que rigen el sistema de formación 

profesional para el empleo, se subraya, en el artículo 3 de la citada Ley, la negociación colectiva y el 

diálogo social como instrumento de desarrollo del sistema de formación profesional para el empleo en 

el ámbito laboral, así como la participación de los agentes sociales en los órganos de gobernanza del 

sistema y en particular en el diseño, planificación, control, seguimiento y evaluación de la oferta 

formativa, especialmente la dirigida a los trabajadores ocupados. 
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